CONSEJO REGIONAL DE ECONOMÍA SOCIAL

DE CASTILLA-LA MANCHA

Comisión de arbitraje, conciliación y mediación.

Avenida de Irlanda, 14.

45071 - Toledo

EXPEDIENTE ARBITRAJE.-  Nº AR - 41/2012
MODALIDAD.-   DE  EQUIDAD
DEMANDANTES.- Dña. XXXXX
DEMANDADA.- COOPERATIVA XXXXX
LAUDO 5/2012
En Cuenca, a seis de junio de dos mil doce.

Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº XX del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en XXXXX, provisto con D.N.I. nº XX, nombrado Árbitro Único en el expediente número  AR - 41/2012 en virtud de Resolución de fecha de 06 de marzo de 2012 de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en equidad las cuestiones que me han sido planteadas por las mismas, exponiendo a continuación los siguientes 
ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE DÑA. XXXXX, ACTUANDO EN CALIDAD DE EX SOCIA DE XXXXX
DOÑA XXXXX, mayor de edad, con D.N.I. nº 52.703.790-A, legitimada activamente en este procedimiento en su calidad de ex socia de la XXX, en su escrito inicial de 20 de octubre de 2011 de solicitud de arbitraje en la modalidad de equidad, que dio lugar al presente expediente arbitral, plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:
PRIMERO.-   Que la demandante sucedió en su condición de socio de la cooperativa agraria por jubilación de su padre D. XXXXX - socio fundador de la entidad con el número 5 -, y transmisión de éste por acto inter vivos de las aportaciones sociales a la parte actora  (socia número 269), la cual durante un período de catorce años ha participado en la actividad cooperativizada de la entidad XXXXX, cuyo objeto social es entre otros la “producción, transformación y comercialización, incluso directamente al consumidor, del vino procedente de las uvas, en sus distintas variedades, procedentes de las explotaciones agrarias de los socios de la cooperativa.”
SEGUNDO.-    Señaló en su escrito la actora que se vio obligada a cesar en la explotación agraria, dado que las parcelas de viñedo de su titularidad no se han acogido a medida alguna de reconversión o de reestructuración, ni tampoco son beneficiarias de pago alguno al amparo de la Política Agraria Común (PAC), motivando todo ello que el rendimiento medio de la producción anual declarado ha ido reduciéndose de tal manera que ha impedido la viabilidad económica de la explotación.
TERCERO.-   Ante la situación descrita en el expositivo anterior, la demandante se acogió a las ayudas establecidas por la Organización Común del Mercado Vitivinícola para el “arranque” de la superficie de producción. La solicitud para tal arranque se formuló en la campaña 2009/2010, siendo aprobada por resolución de fecha 24 de mayo de 2010 de la Consejería de Agricultura y Desarrollo Rural (documento nº 7 de  la demanda), por la que fijaba que en plazo máximo de un mes contado desde la notificación se debía proceder a hacer efectivo el arranque y comunicada a la Delegación Provincial de Agricultura de Cuenca las parcelas acogidas para poder percibir dichas ayudas.

Dicho arranque y su efectiva ejecución se notificó al órgano competente de Agricultura en fecha 02 de julio de 2010.

CUARTO.-   Que se mantiene por la parte actora que la situación resultante ante la sociedad cooperativa, derivada de los hechos anteriores, supone que nos encontremos ante una baja calificable como de obligatoria, al haber perdido las condiciones establecidas para ser socia de la entidad. 

Continua en su argumentación alegando que el escaso plazo concedido para ejecutar el arranque le imposibilitó dar cumplimiento al plazo de preaviso que el artículo 14 de los Estatutos fija para las bajas voluntarias - en un plazo de seis meses anteriores a la finalización del ejercicio económico -, considerando que dicho preaviso no le sería de aplicación en este supuesto, dado que la demandante la calificó como de baja obligatoria.
QUINTO.-    Que comunicó a la sociedad cooperativa su solicitud de baja en fecha 25 de enero de 2011, siendo calificada como injustificada por el Consejo Rector de la entidad en su reunión de 11 de marzo de 2011 – notificada a la actora el 22 de marzo de 2011 -, al considerar el órgano de administración que se estaría ante una baja voluntaria y no obligatoria como la denomina la demandante y que no habría acreditado el cese de la actividad viticultura, así como que dicho escrito no tendría calificación de preaviso a los efectos del artículo 14 de los Estatutos Sociales.

Se concedió la baja solicitada con efectos desde el 25 de enero de 2011, calificándola expresamente como voluntaria INJUSTIFICADA, con las penalizaciones previstas en la norma social por el incumplimiento del plazo de preaviso, estando sujeta a los resultados de las Cuentas Anuales del ejercicio 2010/2011 como aquel en el que se ha causó baja, así como una deducción a practicar del veinte por ciento sobre el resultado final.

Finalmente se notificaba a la socia del derecho que le asistía de interponer recurso ante la Asamblea General en el plazo de un mes, a contar desde la efectiva notificación del acuerdo del Consejo Rector.

SEXTO.-    Que la demandante formuló recurso ante la Asamblea en fecha 20 de abril de 2011, por el que reproducía los argumentos ya expuestos en este arbitraje señalando además que la baja - calificada como obligatoria por aquella -, debía surtir efectos dentro del ejercicio 2009/2010, dado que desde el 02 de julio de 2010 ya no era titular de explotación agrícola y que dicho ejercicio societario finalizó el 31 de agosto de 2010.
Posteriormente se celebró Asamblea General el día 04 de septiembre de 2011 – cuyo acuerdo se notificó a la demandante el 20 de septiembre -, en la que se ratificó la resolución del Consejo Rector, calificando la baja como injustificada no habiendo obtenido voto alguno a favor del recurso interpuesto.

SEPTIMO.-   Finalmente se aportó diversa documentación sobre la situación personal y familiar en la que se encuentra la demandante, que justificaría a más el abandono de la actividad agraria por su imposible compatibilidad por motivos de fuerza mayor.
OCTAVO.-  Que por todo lo expuesto solicita del Árbitro que se declare la baja solicitada como OBLIGATORIA, debiendo fijar los efectos de ésta en fecha el 31 de agosto de 2010, como finalización del ejercicio 2009/2010, y subsidiariamente que se establezcan sus efectos desde el día 25 de enero de 2011, dejando al tiempo sin efecto las penalizaciones y deducciones establecidas por la sociedad cooperativa
II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA XXXXX
Por otra parte, la COOPERATIVA XXXXX, con domicilio social en la localidad de XXXX,  provincia de XXX, en XXXX, provista de C.I.F. nº XXXX  y actuando en calidad de representante legal su presidente Don XXXX, con D.N.I. nº XXX; contestó ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y posterior de contestación a las alegaciones, de fecha 23 de febrero de 2012, en el que planteó de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.
PRIMERO.-   Señaló la demandada que de la propia solicitud de baja, que la demandante presentó el día 25 de enero de 2011, se observan diversas cuestiones. Así frente al alegado “cese de actividad viticultura”, no se acompañó de documentación alguna que acreditara la realidad del citado cese. Igualmente, en el propio escrito en su “solicito” de manera expresa señala que “se digne a acordar mi baja voluntaria calificándola como justificada con efectos desde el día 25 de enero de 2011”, por lo que considera incongruente que posteriormente exija del Consejo Rector que se califique la baja como obligatoria.
Al tiempo, consideró que tratándose de una baja voluntaria como la calificó el órgano social, se incumplió el plazo de preaviso de seis meses establecido en el artículo 14 de los Estatutos Sociales, no habiendo acreditado la demandante causa justificada alguna según valoración de la entidad.
SEGUNDO.-    Alegó la cooperativa que la resolución del Consejo Rector de fecha 22 de marzo de 2011 se ajustó en su fundamentos fácticos y de derecho a las exigencias establecidas legal y estatutariamente, así como sobre las deducciones y penalizaciones que se establecieron en aquella.
TERCERO.-    Expuso en su escrito que de resultas del recurso formulado por la ex socia ante la Asamblea General, se observaron contradicciones con los argumentos planteados de inicio por la misma:
a) La actora cambia radicalmente de su petición inicial de baja voluntaria a una obligatoria.

b) Que a diferencia de su solicitud de inicio, si aporta documentación en su recurso sobre la solicitud de arranque de viñedo, pero sólo acredita la solicitud y percepción de las subvenciones por ese concepto, cuando debía haber aportado el Certificado del Registro Vitícola donde constan los titulares de las explotaciones.
c) En el recurso se cambia la fecha de efectos de la baja, retrotrayendo los mismos al 31 de agosto de 2010, cuatro meses antes de su petición.

CUARTO.-   Que se respetaron escrupulosamente los derechos que ostenta la actora en la tramitación y resolución del recurso interpuesto ante la Asamblea, a la que no asistió aquella pero si su padre D. XXXX, al que se concedió la palara para que argumentara el recurso presentado, procediendo  al tiempo a dar lectura del mismo y tras votación secreta se rechazó manteniendo la baja como injustificada.

QUINTO.-    Resaltó la sociedad demandada el hecho de que la solicitud de arranque se presentó el día 14 de julio de 2007 (documento nº 7 de la demandante), por lo que la actora era plenamente consciente de su voluntad de cesar en la explotación viticultora desde esa fecha, no habiendo notificado por ningún medio esa voluntad anticipándola así a la cooperativa.

Igualmente destaca que el hecho de que conociendo la demandante desde el mes de junio de 2010 la concesión de ayudas para el arranque, espero hasta seis meses después con fecha 25 de enero de 2011, para solicitar su baja voluntaria, habiendo dispuesto de tiempo bastante para haber hecho efectivo el preaviso  de su baja en la entidad.
Finalmente, la cooperativa argumenta su imposibilidad real para conocer el cese en la titularidad de la explotación por la ex socia, dado que no se aportó documentación alguna, y aunque con posterioridad se entregó la solicitud de arranque, podría ser la ex socia titular de otras explotaciones o llevar en arrendamiento o aparcería diferentes parcelas, aspectos que sólo puede acreditar el Registro Vitícola como explotador, documento que en ningún momento se ha hecho entrega a la sociedad. Ante la potestad que ostenta el Consejo Rector para calificar la baja como justificada o injustificada, considera la entidad que las causas invocadas por la actora no se encuentran entre las que estatutariamente podrían haber calificado como justificada la baja interpuesta. 

SEXTO.-   Como conclusión de su escrito de contestación, solicitó la cooperativa demandada del Árbitro que dictara Laudo desestimado el objeto del escrito de arbitraje, y confirmar la validez de la calificación de la baja como voluntaria injustificada, siéndole de aplicación las deducciones y penalizaciones fijadas por el órgano de administración de la cooperativa.

III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS
Se celebró la vista preliminar de manera simultánea con la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 23 de abril de 2012, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.


Dicha unificación de fases se fundamenta en la aplicación de lo previsto en el artículo 4 del Reglamento, que establece como principios rectores del procedimiento arbitral los de economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad, dando así contenido efectivo al arbitraje como medio para la resolución extrajudicial de conflictos.

Tanto la citada vista preliminar como la vista definitiva se celebraron en la sede de los Servicios Periféricos en Cuenca de la Consejería de Empleo y Economía de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de equidad, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.

Tuvo lugar dicho acto con la presencia de la solicitante del procedimiento             DÑA. XXXX, con D.N.I. nº XX,  hermana de la demandante que actuó como representante en virtud de su designación en el escrito de demanda de arbitraje y en el poder otorgado ante el Notario de Valencia D. XXXX, con el protocolo nº X, así como de la parte demandada  XXXX, representada en este acto por el letrado D. XXXX, con D.N.I. nº XXX, con poder otorgado ante el Notario de XXXX (XX), D. XXXX, con el protocolo nº X.  

Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad XXXX, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante solicitó que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente.

De contrario, la representación de la cooperativa XXXX solicitó de éste órgano la admisión como medio de prueba de la testifical de actora que fue admitida por este Árbitro y que se practicó en la persona de su representante, e igualmente que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados ya por esta cooperativa, dándose entonces por concluida esta vista preliminar y decretándose con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron sus conclusiones, ratificando las ya expuestas y recogidas en el procedimiento.
A la vista de los antecedentes expuestos, aún cuando al ser arbitraje de equidad no son preceptivos fundamentos jurídicos, el Árbitro que suscribe considera de aplicación los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuía el artículo 144 de la ya derogada Ley 20/2002, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, y que reproduce en iguales términos el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre.

Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional prevista en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, estableciéndose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


En virtud de Resolución de fecha 06 de marzo de 2012, de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, por acuerdo de su Comisión de arbitraje, conciliación y mediación se nombró Árbitro a quien suscribe.

Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la Disposición Adicional Única del Decreto 72/2006.
SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
La demandante solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 20 de octubre de 2011, petición que se fundamenta en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la Disposición Final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado.

Aunque la actora en su escrito de solicitud no optó de una forma expresa por que el arbitraje fuera en Derecho o en equidad y la sociedad cooperativa se sometió expresamente a un arbitraje en Derecho, finalmente el órgano competente del Consejo Regional resolvió que este procedimiento se dilucidaría en equidad. La elección se justifica en que la modalidad de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Decreto, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para aquel en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Fundamento del arbitraje de equidad.
El Tribunal Constitucional, en su Sentencia 174/1995 de 23 de noviembre, mantiene que el arbitraje es un medio para la solución de conflictos basado en la autonomía de la voluntad de las partes y supone una renuncia a la jurisdicción estatal por la del árbitro, siendo así un equivalente jurisdiccional que resulta compatible, en principio con la Constitución. Como consecuencia más inmediata es el reconocimiento respecto de que los árbitros prestan también tutela efectiva de los derechos e intereses legítimos en el sentido del artículo 24.1 de nuestra Constitución, ya que su actividad conduce a la creación de un título ejecutivo con eficacia similar a la sentencia judicial.

Para dar el verdadero significado y expresión de los límites y facultades que tienen cabida dentro del arbitraje de equidad, este órgano arbitral debe señalar los criterios que desde la doctrina y jurisprudencia de nuestros Tribunales definen a esta figura jurídica.


El arbitraje desde la perspectiva constitucional se fija entre otros por el Tribunal Constitucional, en su Auto de la Sala 1ª de 20 de julio de 1993, en el que señala que el arbitraje sólo llega hasta donde alcanza la libertad, que es su fundamento y motor, destacando que la función que ejerce el árbitro es parajurisdiccional o cuasi jurisdiccional, por ello estamos ante la inexistencia de jurisdicción en sentido propio que se traduce en la carencia de potestas o poder de un juez ordinario. 


Estamos ante un proceso especial, ajeno a la jurisdicción ordinaria con simplicidad de formas procesales y uso de arbitrio en el de equidad, sin necesidad de motivación jurídica, aunque dando a las partes la oportunidad adecuada de ser oídas y de presentar las pruebas que estimen necesarias. Siendo de aplicación los principios de igualdad ante las partes, audiencia, contradicción y flexibilidad, que tienen su reflejo en el artículo 4 del Decreto y 24 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.


Por lo ya afirmado, el Tribunal Supremo en las resoluciones de su Sala de lo Civil define el arbitraje de equidad – STS 22 de junio de 2009 -, como aquel en el que los laudos no deben desconocer o contravenir las normas de Derecho positivo, pero que fundamentalmente deben atenerse a criterios de justicia material fundados en principios y premisas que sirvan para fundar la argumentación del laudo, de manera que cuando  es un arbitraje de equidad resulta especialmente relevante la justicia del resultado obtenido y su coherencia con los principios que le son de aplicación al caso.


 Así también se recoge por otros órganos jurisdiccionales como la SAP Castellón 11 de diciembre de 2008 -  y  más recientemente la SAP Madrid 30 de septiembre de 2010 -, que define el arbitraje de equidad como aquel en que la resolución del conflicto interindividual de intereses se alcanza por los árbitros con arreglo a su leal saber y entender, sin necesidad de proceder a la aplicación de las normas jurídicas estatales que regulan la materia en la que se ha suscitado la discrepancia.

QUINTO.-   Sobre la calificación de la baja solicitada.
El carácter de órgano cuasi jurisdiccional de la labor arbitral motiva la búsqueda de resoluciones que si bien deben ampararse en el Derecho y en los principios aplicables, conjugan la agilidad y flexibilidad que deben ser notas distintivas de los medios extrajudiciales de resolución de conflictos.
Es por lo anterior por lo que cabe observar este procedimiento desde la aplicación no sólo desde la perspectiva de la documentación aportada sino de la conducta seguida por las partes en aquel.
Ha quedado acreditado por la propia documentación aportada por la demandante que ya desde el mes de julio de 2009 había solicitado a la consejería de Agricultura el arranque del viñedo, sin que inicialmente se le hubiera concedido y así se reconoció en la vista por la demandante. Ello impulsó a la misma a solicitar de nuevo las referidas ayudas, que si se le concedieron en el año 2010 y que percibió tras haber cumplido los plazos y requisitos que se le marcaron.

Dentro de las obligaciones que el socio tiene fijadas en los Estatutos de la cooperativa XXXX, se encuentra la participación en las actividades cooperativizadas con la totalidad de la producción de uva tinta y blanca obtenida de sus explotaciones agrícolas, pero el mismo artículo 11.3 párrafo segundo de la norma social prevé que se podrá liberar de dicha obligación al socio por el Consejo Rector, por existencia de causa justificada en la cuantía que proceda, debiendo solicitar esa exención previamente por escrito motivado ante dicho órgano.
El artículo 15 de la norma social, que ha sido invocado de manera reiterada por la demandante en su escrito, señala que para activar la baja obligatoria por la pérdida de los requisitos fijados para adquirir la condición de socios, deberá ser acordada por el Consejo Rector, de oficio, a petición de cualquier socio o del propio socio afectado.

Por el contrario, la sociedad demandada alega que el artículo 14 de los Estatutos, al regular la baja voluntaria – que puede solicitarse en cualquier momento por el socio -, tan sólo exige el preaviso al Consejo Rector con un período de antelación de seis meses a la finalización del ejercicio económico.
Como puede deducirse, cualquiera de las opciones que se pretenda aducir o fundamentar por ambas partes en este procedimiento, se exige en todos los casos por parte del socio que quiere abandonar la sociedad cooperativa, de una conducta activa que ponga en un conocimiento cierto e indubitado de los órganos sociales esa voluntad para causar baja definitiva, tenga esta baja calificación de voluntaria u obligatoria, o en su caso, cesar en la actividad cooperativizada si aún se pretende mantener vivo el vínculo societario. Los distintos documentos de que consta este procedimiento no han acreditado que la demandante haya realizado conductas de las que de una manera clara e inequívoca, se pudiera deducir su voluntad y los efectos que pudieran serle de aplicación.

Primeramente, tras haber transcurrido casi seis meses desde que hubiera arrancado sus viñedos, emite una solicitud en la que su encabezamiento señala su solicitud de baja obligatoria por cese de la actividad – sin que se aporte documentación alguna que lo justifique -, y sin embargo luego solicita en el mismo escrito una baja voluntaria justificada con efectos desde el 25 de enero de 2011, con lo cual ni se cumplen los requisitos de una baja obligatoria, por no acreditarse los motivos que presuntamente se alegan; ni tampoco voluntaria, por no cumplir el plazo de preaviso; ni tampoco finalmente podríamos estar ante un cese en la actividad cooperativizada. 

Si difícilmente se puede justificar la inacción de la demandante por un período tan largo respecto a la comunicación de los cambios operados en su condición de socio al órgano de administración, considerando además que el ejercicio económico de la entidad comienza el día 01 de septiembre de cada año – no pudiendo ser aceptados argumentos esgrimidos sobre el escaso tamaño de la localidad y el conocimiento público de la situación de cada uno de sus ciudadanos o diferentes conversaciones privadas sobre el arranque del viñedo -; sus posteriores declaraciones y comunicaciones no exponen una voluntad que se pudiera calificar de inequívoca. De todo lo anterior podemos concluir que la calificación que el Consejo Rector hace de la baja solicitada como de voluntaria injustificada, se encuentra motivada principalmente en la nula aportación de información que lleva a cabo la demandante y en la confusión en los términos y declaraciones que ha venido efectuando.
Dichas contradicciones se repiten en otros aspectos, así en el propio recurso que interpone la demandante contra la resolución del Consejo Rector, tres meses después de la solicitud inicial, en su expositivo Tercero ya no fija los efectos de la baja como en la fecha de su solicitud el 25 de enero de 2011, sino que entonces la retrotrae a la fecha final del ejercicio económico 2009/2010, el 31 de agosto de 2010.

Las conductas desarrolladas por la demandante, con evidente dejación de sus obligaciones como socia de la entidad cooperativa, aportando documentación acreditativa del arranque casi nueve meses después de haber ejecutado la resolución de ayudas concedidas – en el mes de marzo de 2011 -, motivan que estemos ante una baja voluntaria de la ex socia en la que además, el plazo de preaviso no ha sido cumplido.
SEXTO.-  Respecto a la aplicación de deducciones y penalizaciones.
Como se ha venido expresando, las deducciones que pretende efectuarse por el órgano competente de la cooperativa, en este caso el Consejo Rector, tiene su fundamento y legitimación no sólo en las normas estatutarias, que reproducen en estos supuestos la propia regulación legal en la materia, sino que además se han respetado los principios que informan la normativa cooperativa, que si son de aplicación en cualquier conflicto en el que sean parte las sociedades cooperativas y/o sus socios, aún más oportunas en un arbitraje de equidad como es el presente.

El conocido en la normativa cooperativa como principio de “Puertas abiertas”, aplicable a este caso como baja voluntaria, trae su origen en los principios establecidos desde los inicios del movimiento cooperativo - por los denominados “Pioneros de Rochdale” en el año 1844 -,  que deben inspirar la constitución y el funcionamiento de las sociedades cooperativas y de sus socios. Originalmente se configuró con el contenido como primer principio cooperativo de “Libre adhesión y libre retiro”, que en su nueva redacción dada por la Alianza Cooperativa Internacional (ACI) en el año 1995, ha pasado a denominarse de “Adhesión voluntaria y abierta”.

El contenido de este primer principio se resume por el movimiento cooperativo como la no existencia de ninguna razón discriminatoria que impida entrar o que provoque la salida de alguien de una cooperativa. Como bien dice este principio sólo se exigen dos requisitos a la hora de entrar en una cooperativa: 
a) Por un lado: ser capaz de utilizar sus servicios, porque la esencia de la cooperativa como empresa es satisfacer unas necesidades. No se puede formar parte de una cooperativa aportando un capital con el único objetivo de multiplicarlo sin preocuparse por más, como ocurre en las empresas mercantiles.
b) Por el otro: aceptar las responsabilidades de la condición de socio. El valor de la autorresponsabilidad se refleja en el primer principio. Todo el mundo que entra en una cooperativa tiene que asumir el proyecto como suyo, con las responsabilidades que correspondan.

El artículo 1.3 de la derogada Ley de 2002 establecía que las cooperativas de Castilla-La Mancha deberían ajustarse “en su estructura y funcionamiento a los principios formulados por la Alianza Cooperativa Internacional”, que actúan a semejanza de los principios generales del derecho, reconocidos como fuente del ordenamiento jurídico español en el artículo 1 del Código Civil. Esta doctrina se reproduce en el artículo 2.2 de la vigente Ley 11/2010, que señala que “las sociedades cooperativas ajustarán su estructura, gestión y funcionamiento a los principios cooperativos formulados por la Alianza Cooperativa Internacional en cada momento.”

Esos mismos principios, en concreto el tercero “Participación económica de los asociados”, supone para los socios que deben contribuir equitativamente al capital de sus cooperativas y que lo gestionan de forma democrática, siendo al menos parte de ese capital propiedad común de la cooperativa, asumiendo también esas obligaciones de forma equitativa. 

El proyecto en común que supone una sociedad cooperativa debe tener una viabilidad económica y de rentabilidad a largo plazo, tanto en la cantidad de producto que gestiona la entidad como en unos ingresos que hagan posible hacer frente a las responsabilidades ante los socios y frente a los terceros con quienes la cooperativa junto con sus socios libremente ha contraído. Eso motiva que frente a las bajas voluntarias que se solicitan en el legítimo ejercicio de su derecho por los socios, puedan ser sometidas sus liquidaciones a deducciones por la sociedad cooperativa con motivo de compromisos e inversiones anteriores no amortizadas y aceptadas por los socios en ejercicios anteriores.
Por ello y en este procedimiento, de las deducciones que acordó en su reunión de fecha 11 de marzo de 2011 el Consejo Rector de la entidad XXX, este árbitro considera de aplicación la penalización prevista por el manifiesto incumplimiento en la obligación de preaviso de Dña. XXXX, cuya cuantía y procedimiento de cálculo se encuentra en el apartado segundo del artículo 14 de los Estatutos Sociales.

Por el contrario, en términos de estricta equidad, entendida en una de sus acepciones del DRAE como la “Justicia natural, por oposición a la letra de la ley positiva”, durante el ejercicio económico 2010/2011 no pudo producirse actividad cooperativizada por la demandante con XXXX, al haber cesado completamente en la explotación agrícola del viñedo de la que era titular; por ello la liquidación y reembolso de aportaciones debe efectuarse con efectos a fecha 31 de agosto de 2010, de forma que será el ejercicio económico 2009/2010 el empleado para atribuir los efectos de imputación de pérdidas del citado ejercicio o de anteriores pendientes de compensar, o en su caso, de reparto de excedentes societarios.
Igualmente considera oportuno este Árbitro que debe minorarse la aplicación a la liquidación de las aportaciones de la demandante de una deducción de un veinte por ciento, establecida en el artículo 61.2, letra b) de la vigente a este caso Ley 20/2002, de 14 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, dado que el propio tenor literal del precepto establece que “no podrá superar el veinte por ciento”, por ello considera este órgano arbitral que debe reducirse esa penalización en una cuarta parte, lo que supone en la práctica que le será de aplicación una deducción del quince por ciento sobre la cantidad a liquidar.

SÉPTIMO.-    Sobre las costas del procedimiento arbitral
En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. Finalmente, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.

A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos, procede dictar, en Equidad, el siguiente

LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la desestimación de la solicitud principal de declaración como BAJA OBLIGATORIA con los derechos inherentes a dicha calificación, que sobre la liquidación y reembolso de sus aportaciones al capital social se pretende por la demandante Dña. XXXXX, frente a la entidad XXXXX.
SEGUNDO.-   Considera este órgano arbitral que, de conformidad con la naturaleza de equidad que preside este Laudo y la labor de este órgano, respecto a las deducciones acordadas por el Consejo Rector de la cooperativa en su reunión de fecha 11 de marzo de 2011, este Árbitro considera aplicable la penalización prevista por la falta de preaviso de Dña. XXXXX, cuyo cálculo se realizará según los criterios establecidos en el apartado segundo del artículo 14 de los Estatutos Sociales.

Habiendo apreciado este Árbitro que durante el ejercicio económico 2010/2011 no pudo producirse actividad cooperativizada alguna por la demandante, al haber cesado completamente en la explotación agrícola del viñedo de la que era titular, acuerda que la liquidación y reembolso de aportaciones deberá calcularse con efectos en fecha 31 de agosto de 2010, de forma que será el ejercicio económico 2009/2010 el empleado para atribuir los efectos de imputación de pérdidas del citado ejercicio o de anteriores pendientes de compensar, o en su caso, de reparto de excedentes societarios.
Igualmente acuerda este Árbitro que debe minorarse la aplicación a la liquidación de las aportaciones de la demandante de una deducción de un veinte por ciento, establecida en el artículo 61.2, letra b) de la vigente a este caso Ley 20/2002, de 14 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, por lo que debe reducirse esa penalización en una cuarta parte, de forma que le será de aplicación una deducción del quince por ciento sobre la cantidad a reembolsar.

TERCERO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.

El laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento  y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.

Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

CUARTO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje, a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.

Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Cuenca, a seis de junio de dos mil doce.

Fdo.: Justo Juan Pliego Romero
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